PODER JUDICIAL - CORTE DE APELACIONES - IQUIQUE



IQUIQUE, diecisiete de junio de dos mil dieciséis.


VISTO:


A fs. 28, el trece de mayo pasado, el Fiscal Regional Subrogante, don Gonzalo Guerrero Reyes, domiciliado en Arturo Prat 560,  de esta ciudad, recurre de queja en contra de los jueces del Tribunal Oral Penal, señores Felipe Ortiz de Zarate Fernández, Carlos Cosma Inojosa y Moisés Pino Pino, de conformidad con los artículos 79 y siguientes de la Constitución Política de la República y 545 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales, por las faltas o abusos graves cometidos al dictar, el 9 de mayo pasado, sentencia en causa RUC 1500567936-K, RIT599-2015, seguida en contra de Kevin Jhoan Cortes Santana, fundado en el reconocimiento, a su juicio equivocado, de la minorante de responsabilidad de irreprochable conducta anterior a pesar de mantener condenas como menor de edad, lo que les permitió rebajar la pena sustancialmente a la que correspondía por ley.


El recurrente inicia el libelo aludiendo a su admisibilidad, argumentando que la resolución impugnada es una sentencia definitiva que no admite recurso alguno, puesto que en la causa operó lo dispuesto en el artículo 387, inciso 2, del Código Procesal Penal, haciendo presente que resultan aplicables la Constitución Política de la República, artículo 79 y siguientes, y 545 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales, indicando que éste último, en lo tocante al recurso de queja, no fue modificado por las Leyes 19.665, 19.806, y 19.708, permaneciendo subsistente en sede penal,  aspectos éstos no controvertidos por los jueces recurridos ni por la defensoría penal que concurrió a estrados. 

En cuanto al fondo del asunto, expresa que concurre la falta o abuso denunciable en virtud del artículo 545, del Código Orgánico de Tribunales, que puede surgir en la interpretación errada de la ley, o producirse una contravención formal de la misma, o bien, mediante una falsa apreciación de los antecedentes del proceso, y, en la especie, los jueces recurridos transgredieron el artículo 11, n° 6, del Código Penal, interpretándolo erradamente, soslayando el criterio de una sala de esta Corte emitido en la misma causa, afectando el debido proceso.

 
A continuación alude a la primitiva decisión de primera instancia, anulada conjuntamente con el juicio en que recayó, al fundamento del recurso de nulidad de su parte, al fallo de esta Corte, y a la sentencia recaída en el nuevo juicio, en cuanto aplica una penalidad disminuida, reprochando esa decisión por estimarla vulneradora del artículo 11, n° 6, del Código Penal, en relación a los artículos 1°, inciso 2°, y 59, de la Ley 20.084, al transgredir el fallo de esta Corte dictado en la misma causa y sobre la misma materia, argumentando que el alcance de la atenuante, conforme a la doctrina, exige una conducta exenta de mácula, debiendo entenderse la expresión “irreprochable” en dos sentidos, uno negativo, referido a que el autor de un delito no haya sido condenado penalmente en el pasado, y uno positivo, que haya tenido un comportamiento ético-social adecuado a sus semejantes, citando a don Enrique Cury, en cuanto consideraba que la atenuante descansa “sobre un indicio de exigibilidad disminuida”, ya que cabe suponer que la comisión del delito por quien nunca ha delinquido anteriormente, “fue ocasionada por (…) circunstancias extraordinarias que conmovieron su capacidad de autodeterminarse”, de manera que bajo estos predicamentos, aceptados en forma unánime por la doctrina,  no se encuadra en ningún caso la conducta anterior del condenado Cortés Santana, puesto que registra condenas por distintos delitos, lo que no se adecua ni en la forma ni en la ratio legis de esta disposición. 

 
Indica que la jurisprudencia tampoco apoya a los jueces, puesto que la Excma. Corte Suprema, en el último fallo sobre la materia, no obstante rechazar la aplicación de la agravante del art. 12 nº 16 del Código Penal a un adulto por condenas como adolescente, señala “que lo postulado no asume ni propone que la comisión previa de un delito por un adolescente, no tenga ninguna incidencia o repercusión en la determinación de una eventual sanción posterior, sea que ésta se sufra siendo el autor aún adolescente o ya adulto, pues pese a no configurarse en los particulares supuestos aquí examinados, alguna agravante de reincidencia del artículo 12 del Código Penal, el autor sí es reincidente, pues carga con una condena pretérita por un delito.”, criterio asentado además por la Corte de Iquique, en los roles 98 y 120-2015, agregando que en esta última, los jueces rechazaron la irreprochable conducta anterior, la defensa recurrió de nulidad, invocando, entre otras, la errónea aplicación del derecho, recurso desestimado; resultando anecdótico que en la sentencia impuesta en dicha causa por el tribunal, haya intervenido uno de los jueces que intervino en el fallo que motiva la queja, desconociendo los motivos del cambio de criterio ante una situación semejante, agregando que existen fallos de esta Corte y de la Excma. Corte Suprema, que han resuelto invariablemente en sentido contrario, criticando al tribunal por su falta de pulcritud y rigurosidad al dictar la sentencia definitiva. 

 
Sobre la Ley 20.084 y las Reglas de Beijing, alega que el artículo 1°, inciso 2°, de la LRPA, dispone que en lo no previsto por ella, serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales, por lo que no existiendo norma que regule las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal dentro de esta regulación especial, se hace plenamente aplicable el régimen general previsto en el Código Penal, y, sin perjuicio de la directiva 21.2, de las Reglas referidas, que dispone “que los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los que esté implicado el mismo delincuente”, dicha circunstancia no afecta las proposiciones respecto a la inconcurrencia de la atenuante controvertida, puesto que aun elevando las Reglas de Beijing a la categoría de norma obligatoria, de todas maneras se debe considerar que no concurre la minorante puesto que su reconocimiento no siempre es la consecuencia necesaria de un extracto de filiación libre de anotaciones pretéritas, sino que su concesión debe revisarse a la luz de un extracto libre de registro, pero desde el punto de vista de los principios de inocencia y buena fe.


Más adelante dice que se infringieron los principios de doble conformidad judicial y principio de contradicción, materializados en el artículo 19, n° 3, inc. 5° de la Constitución Política de la República, puesto que habiendo emitido esta Corte pronunciamiento sobre un punto de subsunción jurídica, referido a la concurrencia de la atenuante de irreprochable conducta anterior del imputado pese a mantener condenas como adolescente, bajo las mismas premisas de hecho del fallo anulado, reconociéndola nuevamente los recurridos, se atenta contra el debido proceso y,  principios reguladores del proceso penal, sosteniendo que siendo el primero un derecho a un proceso legalmente tramitado, racional y justo, asegurando la Constitución a todas las personas las siguientes garantías de publicidad de los actos jurisdiccionales, derecho a la acción, oportuno conocimiento de ella por la parte contraria, emplazamiento, adecuada asesoría y defensa, producción libre de pruebas conforme a la ley, examen y objeción de la evidencia rendida, bilateralidad de la audiencia, y facultad de interponer recursos para revisar las sentencias dictadas por tribunales inferiores, y siendo el derecho a recurrir una garantía primordial que se debe respetar en el marco del debido proceso legal, lo que encuentra su fundamento en la exigencia de la doble conformidad judicial, a fin de brindar la seguridad jurídica a la parte que piense que el fallo de la instancia afectará sus derechos, evitando con ello, la posibilidad de la arbitrariedad judicial o que quede firme una decisión viciada o que contiene errores que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de un interviniente, sin que exista una revisión por parte de un tribunal superior, se afectó el principio.

 
Afirma en esta sección  que el régimen recursivo del proceso penal, si bien limitado, contempla la nulidad como remedio procesal ante sentencias agraviantes, permitiendo controlar el respeto a los derechos y garantías reconocidos en la Constitución y las leyes, y, en este sentido, se debe tener presente que el objeto del recurso de nulidad por la causal prevista en el artículo 373, letra b), del Código Procesal Penal, no sólo radica en anular el juicio y la sentencia, sino determinar y proteger la seguridad y certeza jurídica que debe existir en la aplicación del derecho, por lo tanto, ante el desconocimiento de la decisión del tribunal superior en un nuevo juicio, especialmente sobre un punto de derecho, desaparece el incentivo en la impugnación del fallo, ya que se torna en inocua cualquier reclamación, suponiendo sólo un cumplimiento formal del derecho a recurrir y no el derecho y garantía establecida en la Constitución, transformándose en un proceso irracional. 

 
Prosigue el recurrente diciendo que es imposible creer que un proceso penal inserto en un estado de derecho, pueda permitir dejar firme una decisión injusta que no ha sido objeto de validación por parte del tribunal superior, no teniendo cabida en la especie la independencia en las decisiones, por tratarse de una resolución dictada en el mismo proceso, y, si bien la regla general plantea que la jurisprudencia de los tribunales superiores no es vinculante en  procesos distintos, en la especie se trata de una resolución válida dictada en la misma causa, sobre un mismo punto de derecho, exento de cualquier consideración fáctica, lo cual supone de acuerdo a lo previsto en el artículo 3, del Código Civil, que tiene efectos vinculantes, ya que de estimarlo de otra manera, se acarrearían una serie de inconvenientes porque no pueden coexistir en un mismo proceso decisiones judiciales opuestas sin afectar el principio de contradicción, diciendo que una cosa no puede suponerse permitida o prohibida al mismo tiempo y es impensable estimar que la decisión de un tribunal inferior pueda tener mayor valor que la opinión contraria de su superior jerárquico en la misma causa.   


Añade que tampoco puede servir de argumento la circunstancia de que el fallo del tribunal superior sólo tiene como efecto la nulidad del juicio y la sentencia, puesto que ése es el efecto inmediato, pero el objetivo final de la causal prevista en el artículo 373, letra b), del Código Procesal Penal es el respeto a la correcta aplicación de la ley, ampliado a la correcta aplicación del derecho, para incorporar también otras fuentes formales integrantes del ordenamiento jurídico.

Finalmente, afirma que las faltas o abusos son graves porque al obrar los jueces en la forma descrita, se atribuyeron facultades que la ley procesal penal no les franquea, siendo contumaces en aplicar incorrectamente el derecho, insistiendo en una postura que no avala la doctrina ni la jurisprudencia, contraviniendo formalmente el texto claro y expreso de la ley y los principios rectores del proceso penal, afectando directamente los intereses del Estado representado por el ente persecutor, convirtiéndose el nuevo juicio en una formalidad, y la actividad previa del Ministerio Público y de esta Corte en intrascendente, pidiendo se acoja el recurso, se anule la sentencia, disponiéndose un nuevo juicio oral o, en subsidio, la modificación, enmienda o anulación que se estime pertinente conforme a las facultades disciplinarias.
 
A fs. 43, el 17 de mayo pasado, los jueces recurridos informaron que conocieron la causa RIT 599-2015, seguida contra Kevin Jhoan Cortes Santana, como autor del delito de robo con intimidación, dictando sentencia, acogiendo, en lo pertinente a la queja, la petición de la defensa de reconocer la atenuante del n° 6, del artículo 11, del Código Penal; que el reparo, según los antecedentes que recabaron, radica en que en la causa existió un juicio previo que la Corte invalidó por estimar erróneo el otorgamiento de la mencionada mitigante ya que el condenado, siendo adolescente, había sido responsabilizado penalmente; que tales dictámenes son de data anterior al juicio en que les correspondió intervenir y en el que no podían ni debían influir los resuelvos del anterior juicio, so pena de perder la condición esencial que les hace reconocibles como órgano jurisdiccional, independencia e imparcialidad; que seguir el criterio del recurrente, amén de entrar en pugna con toda la normativa constitucional, internacional y de rango legal que delimita y define la función, trasformaría el nuevo juicio en una mera formalidad destinada a ejecutar lo decidido en otro juicio.


Sin perjuicio, señalan que el planteamiento ha sido objeto de interpretaciones diversas por los Tribunales Penales, las Cortes de Apelaciones y en el mismo seno de la Excma. Corte Suprema, citando disidencias de los señores ministros, don Haroldo Brito C., Juan Escobar Z. y Hugo Dolmestch U., en los fallos Rol 7364-12 y 7670-2012; que la tesis del tribunal se alinea con la posición favorable al encausado, pues estiman que al ser las agravantes de reincidencia genérica y específica y la mitigante de irreprochable conducta anterior, modificatorias que operan en base a un idéntico supuesto, ausencia o presencia de condenas penales previas, el efecto de su ponderación al momento de regular la pena será siempre el mismo, esto es, imponer un castigo más drástico, mecánica que a su juicio sólo puede darse dentro de un mismo sistema de responsabilidad, pero que no es legítima, operativa ni comunicable entre sistemas de responsabilidad diferentes, como es el caso de aquel que regulan la responsabilidad juvenil por ilícitos que obedece a reglas, móviles y objetivos, enteramente diferentes a los que insuflan el sistema punitivo para adultos; y, que la discrepancia legítima y fundada a su respecto no puede sustentar la acción disciplinaria, menos cuando la queja la deduce el persecutor, pues sólo se ha admitido el mismo a favor del condenado agraviado, resolviéndolo así la Excma. Corte Suprema en fallos, mencionando a vía ejemplar los roles 17.518-2016 y Rol 25.989-2016. 


A fs. 45, el 18 de mayo, se trajeron los autos en relación.


CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:


PRIMERO: Resumido el contexto del recurso en la fase expositiva, se precisará aún más, estableciéndose que el sustrato fáctico radica en haberse pronunciado jurídicamente los jueces recurridos acerca de la irreprochable conducta anterior  en idéntica forma que lo hicieron los jueces que sancionaron en el primer juicio oral al imputado individualizado, pese a que el fallo inicial fue anulado por una Sala de esta Corte, por considerar que no podía favorecérsele con su otorgamiento, debido a su actividad delictual en la época en que no había alcanzado su mayoría de edad, siendo sancionado en conformidad a las reglas de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente.


SEGUNDO: Con el mismo propósito, es posible condensar el sustrato jurídico de la queja en tres aspectos, a saber: infracción a los principios del debido proceso, de doble conformidad judicial y de no contradicción, en relación con la interpretación del artículo 11, n° 6, del Código Penal, 1°, inc. 2°, y 59, de la Ley 20.084, y reglas de Beiying. 


TERCERO: En esta etapa de definición, es conveniente también reproducir las secciones puntuales de cada una de las sentencias libradas. 

 
Así, en la primera sentencia del tribunal oral, los señores jueces decidieron en la forma que a continuación se transcribe: “UNDECIMO: Que, también abonaremos a Kevin Cortés la aminorante de irreprochable conducta anterior, pues si bien los documentos incorporados por la acusadora acreditan las sanciones penales pretéritas que le fueron impuestas como adolescente, no es posible extender los efectos de aquéllas a las causas seguidas en contra del mismo en calidad de adulto, al provenir del sistema punitivo especial de los adolescentes consagrado en la Ley 20.084, como postula la doctrina y jurisprudencia mayoritaria, a la que adherimos, por los siguientes fundamentos: 

El artículo 10 N°2 de nuestro Código Penal declara exento de responsabilidad criminal al menor de 18 años de edad, señalando a continuación que  la responsabilidad de los menores de 18 años y mayores de 14, se regulará por lo dispuesto en la Ley de Responsabilidad Juvenil. Tal ley, signada 20.084, estableció un estatuto sancionatorio especial para los imputados en la etapa etaria indicada, y aunque su artículo 59 contempla el registro de dichas sanciones en el Registro General de Condenas a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, tal referencia sólo puede interpretarse de modo coherente, tanto con el artículo 10 N°2 del Código Penal ya citado, como con los propósitos de la ley especial y con las normas internacionales de protección de la infancia y adolescencia en que la misma de funda, especialmente la Convención de Derechos del Niño y las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Enjuiciamiento de Menores de Edad o Reglas de Beijing, cuya aplicación obligatoria por los jueces chilenos está ordenada en el artículo 5° inciso segundo de la Constitución Política de la República, debiendo entenderse que tal registro sólo puede usarse como antecedente para determinar las sanciones especiales de la propia Ley 20.084, no así respecto del juzgamiento posterior como adultos de los adolescentes infractores.

En efecto, el artículo 21 de la Reglas de Beijing prescribe que los registros de  menores delincuentes no se utilizarán en  procesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los que esté implicado el mismo delincuente, reglas que fueron recogidas en el mensaje de le Ley 20.084, de lo que se sigue que el juzgador debe hacer un uso  restrictivo de las condenas de los menores, ya declarados inimputables por el legislador penal, y por ende, en el presente caso al momento de sopesar la  presencia de reproches penales anteriores, se estimó la conducta precedente de Kevin  Cortés exenta de los mismos.

En cuanto a la discutida obligación de aplicación de las Reglas de Beijing, basada en la afirmación que las mismas no son vinculantes para el Estado chileno, hemos considerado que su fuente es una Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de la cual Chile forma parte, la que  debe ser tomada en cuenta  en la materia que nos ocupa como directriz para la interpretación del derecho interno, desde que tratándose de una materia relativa a los derechos humanos, provee de un criterio acorde a su interpretación extensiva o pro persona.

Hemos tenido presente, además, que la jurisprudencia nacional en materia de delincuentes adultos ha determinado invariablemente la existencia o inexistencia de la aminorante de irreprochable conducta anterior, sólo en base al contenido de los prontuarios criminales de los sentenciados y no afirmándola  solamente en reproches morales o sociales, los que por su naturaleza indeterminada y su apreciación subjetiva de acuerdo a sus variadas fuentes no son universales ni objetivos como el criterio jurídico adoptado.”

CUARTO: En sede de nulidad, una Sala de esta Corte sostuvo: “TERCERO: Que, en atención al análisis que se expondrá a continuación, esta Corte no puede menos que compartir la posición sostenida por el recurrente, en orden a estimar que se ha configurado el error de derecho denunciado en su libelo impugnatorio.

En efecto, consta el carácter especial de las condenas impuestas bajo la Ley N° 20.084, al acusado Cortés Santana, esto es, aquellas de 50 y 30 horas de servicio a la comunidad, como autor de sendos delitos de robo por sorpresa y asimismo, de 3 años de libertad asistida especial, como autor de un robo con violencia. Luego, ellas no pueden ser obviadas al momento de considerar su conducta anterior, de manera que no corresponde beneficiar al enjuiciado con la atenuante de responsabilidad penal de irreprochable conducta anterior, establecida en el numeral 6° del artículo 11 del Código Penal.

CUARTO: Que, el criterio señalado ha sido sostenido por la Excma. Corte Suprema, en causa Rol N° 4.419, de 17 de septiembre de 2013, y la jurisprudencia sobre la materia, que consigna que como lo anuncia el propio nomen iuris de la Ley N° 20.084, ella establece un “sistema” de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal y, en concordancia con este rótulo, el inciso primero de su artículo 1°, dispone que mediante este cuerpo normativo se regulará la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma de ejecución de éstas. Luego, en su considerando 13°, el máximo tribunal razona que lo postulado no asume ni propone que la comisión previa de un delito por un adolescente, no tenga ninguna incidencia o repercusión en la determinación de una eventual sanción posterior, sea que ésta se sufra siendo el autor un adolescente o ya adulto, pues pese a no configurarse en los particulares supuestos examinados por dicha judicatura suprema, alguna agravante de reincidencia del artículo 12 del Código Penal, el autor si es reincidente, pues carga con una condena pretérita. Así, en el primer supuesto –segunda o posterior condena siendo todavía adolescente, la sanción pretérita no puede sino ser incluida entre los factores que genéricamente recoge la letra f) del artículo 24 de la Ley N° 20.084 –“la idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social”- al decidir la naturaleza de la pena que se impondrá dentro de las diversas alternativas que para cada grado de penalidad ofrece el legislador; así como al fijar su concreta cuantía dentro del marco legalmente determinado, según el tipo de sanción.

Y en el segundo supuesto -última condena siendo ya adulto-, debe ésta ser ponderada por el Tribunal al momento de fijar la naturaleza de la sanción a imponer, en particular para decidir la concesión o denegación de alguna de las penas sustitutivas que contempla la actual Ley N° 18.216, luego de las modificaciones introducidas por la Ley N° 20.603.

QUINTO: Que al no existir una definición legal sobre lo que debe entenderse por “irreprochable conducta anterior”, y recurriendo a las normas de interpretación de la ley, en particular al artículo 20 del Código Civil, que dispone que las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio según el uso general de las mismas palabras, contenido ordinariamente en el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, el término “irreprochable” significa que no merece reproche, que no tiene defecto o tacha que merezca reproche, y “reproche” es la atribución a alguien de las consecuencias de una acción dañosa o ilegal.

Los tratadistas, por su parte, sostienen uniformemente que la buena conducta no es suficiente para atenuar la responsabilidad, de acuerdo con el precepto del artículo 11 N° 6 del Código Penal, porque la ley exige que la conducta sea irreprochable, lo que supone un comportamiento exento de toda censura y transgresión a la ley.”.


QUINTO: Y, en el segundo juicio, los jueces recurridos sostuvieron de la forma que a continuación se reproduce: “DUODÉCIMO: Que, 
contra lo sostenido por el señor Fiscal los castigos anteriores por dos delitos de robo por sorpresa y un delito de robo con violencia que se le impusieron al encausado de autos, lo fueron en calidad de adolescente, donde se lo sujetó al subsistema de castigos prevenido en la Ley de Responsabilidad Adolescente, por lo que no pueden incidir en la imposición de una pena más drástica en el actual caso.

La indicada normativa permite compatibilizar la persecución penal del Estado con el interés superior del niño, para no afectar el desarrollo del menor, reconociendo de este modo que adolescentes y adultos son distintos y deben ser tratados de un modo distinto por el derecho penal. 

En consonancia con estos objetivos el artículo 59 de la Ley 20.084, dispone el carácter reservado de dicho extracto y severas limitaciones para su uso en perjuicio del adolescente, franqueando no obstante, entre otros casos, su ponderación por parte de los Tribunales para determinar si el joven se encuentra en situación de reincidencia.

 El legislador no definió cual sería el sentido y alcance de este examen de reincidencia, es decir, si aquel quedaba acotado al juzgamiento de nuevas infracciones penales cometida por aquel sujeto mientras conservare su calidad de adolescente, para sopesar, -conforme los fines de esta ley-, el mayor o menor éxito de las sanciones socioeducativas que previamente se le impusieron, caso en el cual, por su propio fundamento, tal análisis tiene cabida sólo durante este periodo de responsabilidad penal especial, ó si por el contrario, se pretende el uso extensivo de estas condenas para afectar la responsabilidad del sujeto por ilícitos cometidos por él siendo ya adulto.

La historia del establecimiento de la Ley 20.084, en particular, la discusión legislativa en torno al artículo 59 de tal normativa, no contiene una respuesta a esta problemática, pues no se recoge referencia alguna a este tema, en las indicaciones correspondientes, números 194, 195 y 196, que culminaron con el diseño final de este precepto.

En tal contexto, resultan decisivas para inclinarse por una u otra opción, tanto los objetivos del sistema de responsabilidad penal adolescente -que ya esbozamos- como las normas y principios inspiradores del mismo, entre las cuales destacan las Reglas Mínimas de Beijing, en especial, la directiva 21.2 de aquella, que expresamente se vuelca por dar un uso restrictivo a las condenas de los menores, limitado precisamente al periodo de la adolescencia, ya que dispone “que los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los que esté implicado el mismo delincuente.”

Esta solución resulta además acorde con el distinto fin que persigue la sanción en uno y otro periodo vital del delincuente, en la juventud reeducarlo para reintegrarlo enteramente a la sociedad y en la adultez para imponerle un castigo que retribuya el daño que provocó con su proceder y que lo disuada de incurrir en nuevos ilícitos, amén de readaptarlo, lo que pone de relieve que ambas categorías de punición no son comparables, pues obedecen a criterios distintos y persiguen propósitos diversos, y por ende, ni lógica ni valorativamente, las primeras pueden tener alguna incidencia en la determinación de responsabilidad respecto de las segundas.

En el caso del sentenciado y tal como lo reclama la defensa, la aplicación razonada de este precepto, determina que no se puedan colacionar las condenas previas que se le impuso como menor, al momento de sopesar la ausencia o presencia de reproches penales anteriores, de igual o diversa índole, de manera que al ser las tres condenas que registra, en condición de adolescente, ha de estimarse su conducta precedente (como adulto) exenta de mácula.

De este modo, desentenderse de esta batería normativa, para ponderar las condenas que este acusado sufrió como adolescentes para agravar su responsabilidad actual y privarlo de la minorante referida, no sólo resulta incompatible con el conjunto de preceptos señalados, sino que vulnera el espíritu y los fines que vertebran el actual estatuto de enjuiciamiento penal de adolescentes, razones que forzosamente conducen a estimar que el prontuario penal de Cortes Santana carece de reproches previos, y de ello, que concurren a su respecto los supuestos para favorecerlo con la mitigante en estudio.

Ese es el criterio adoptado por la Excelentísima Corte Suprema a partir de los autos Roles 7364-2012 y 7670-2012, entre muchos otros y por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de esta ciudad en la causa penal N°  57 /2012 de esa corte. 

Sin perjuicio de lo anterior y cualesquiera que sean los reparos que desde un punto de vista sociológico se puedan formular a los reales beneficios que para los adolescentes y la sociedad en general, ha traído la legislación especial de responsabilidad juvenil, introducida por la Ley 20.084, por los mínimos efectos reeducativos y resocializadores obtenidos en la mayoría de los casos, atendido la alta reincidencia de los adolescentes que pasan por este sistema y se someten a sus medidas, lo cierto es que tal fracaso en reconducir a estos muchachos es directamente atribuible al diseño (de los castigos) de esta normativa y a la implementación de los mismos y por ende, es un revés para el Estado y tras él, para la sociedad en su conjunto, que no han resguardado el derecho (y deber) de estos adolescentes a ser educados e integrados plenamente como componentes activos y positivos de la comunidad.

En definitiva, el fracaso de esta normativa, en cuanto a sus fines, es en primer lugar un incumplimiento del Estado y la sociedad para con estos jóvenes, de tal manera que no parece razonable que una coyuntura que es vulneratoria a sus derechos, termine utilizándose en su contra, posteriormente, cuando ya mal encauzados, alcanzan la adultez.”.

 
SEXTO: Efectuada la necesaria delimitación precedente, el recurso se desestimará y para hacerlo se reflexionará en relación a los principios que se dicen vulnerados, dado que las normas legales o las reglas de Beiying  fueron invocadas en relación con aquellos, lo que el quejoso ratificó a la Corte, en la audiencia respectiva, al especificar que el recurso se asila en la conculcación de principios generales que sustentan la reforma procesal penal.


SEPTIMO: Para decidir entonces se considerará como cuestión elemental e incuestionable que el recurso de queja se encuentra inserto dentro de las facultades disciplinarias que poseen Los Tribunales Superiores de Justicia, caracterizándose por ser una herramienta eficaz para ejercer las facultades de gobierno judicial, siendo un mecanismo de impugnación que únicamente persigue corregir faltas o abusos graves cometidos en la dictación de sentencias interlocutorias que pongan fin al juicio o hagan imposible su continuación, o en sentencias definitivas que no sea susceptibles de recurso alguno, ordinario o extraordinario, todo lo cual emana de lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales, Título XVI, De la Jurisdicción Disciplinaria y de la inspección y vigilancia de los servicios judiciales, particularmente, artículo 545.

En consecuencia, siendo excepcional por esencia, no puede ser empleado para obtener la enmienda de cualquier error judicial, o, dicho de otro modo, cualquier resolución judicial equivocada no es susceptible de ser calificada como una falta o abuso grave que deba ser reprimido disciplinariamente, lo que significa que el recurso está reservado únicamente para las resoluciones carentes de causa, de fundamentos, o sean arbitrarias, provocando conclusiones jurídicas erróneas, sentadas en premisas y proposiciones ilógicas, irracionales, o absurdas, que conduzcan a una actuación fuera de los límites legales, lo que en la situación descrita no ocurre.

OCTAVO: Efectivamente, tratándose de la afectación al debido proceso, definido, tal como lo hace el quejoso, como el derecho a un proceso previo, legalmente tramitado, racional y justo, que asegura garantías de publicidad de los actos jurisdiccionales, derecho a la acción, oportuno conocimiento de ella por la parte contraria, emplazamiento, adecuada asesoría y defensa, producción libre de pruebas conforme a la ley, examen y objeción de la evidencia rendida, bilateralidad de la audiencia, y facultad de interponer recursos para revisar las sentencias dictadas por tribunales inferiores, de manera que, siendo así, tales presupuestos se respetaron por las salas que conocieron de ambos juicios y especialmente por los jueces recurridos, tan es así que en el primer proceso se dictó una sentencia que no satisfizo al persecutor penal, siendo anulada por las razones reproducidas, efectuándose un nuevo juicio en que otros jueces, luego de la realización del juicio en su totalidad y gozando las partes, en especial el persecutor, de todos los derechos que le otorga la ley, concluyeron reconociendo nuevamente al condenado la minorante cuestionada. (Reconocido en dos juicios)
NOVENO: Por otro lado, entender que mediante la queja renace el derecho del persecutor para revivir la tramitación penal en un nuevo juicio, importaría suprimir el texto expreso del artículo 385, que ciertamente cercena la posibilidad de llevar a cabo un tercer juicio en la situación puntualizada, a menos, claro está, que la sentencia carezca de causa, de fundamentos, sea arbitraria, generándose resuelvos jurídicos equivocados a partir de presupuestos ilógicos, irracionales, o absurdos, excediéndose de los límites legales, cuyo no es el caso.

Y, para ahondar en la afirmación inmediatamente precedente, no lo es, porque, como se reconoce en el fallo de nulidad que sirve de sustento a la queja, no existe definición legal de lo que debe entenderse por irreprochable conducta anterior, en consecuencia, al intérprete corresponde la tarea de darle sentido, o de completar su contenido, pudiendo coexistir diversas concepciones, lo que necesariamente no genera un defecto susceptible de ser reparado por esta vía.

DECIMO: En lo tocante al principio de doble conformidad judicial y entendiéndolo como la imposibilidad del persecutor de recurrir en contra de una sentencia absolutoria cuando en el juicio previo, anulado por cierto, la decisión hubiere sido de la misma índole, básicamente por dos reflexiones.

UNDECIMO: La primera, como lo sostuviera la Defensoría Penal, no resulta aplicable por tratarse ambas sentencias de naturaleza condenatoria, de suerte que si se ha querido asimilar al derecho a la doble instancia, esto es, a la posibilidad de recurrir al tribunal superior por considerar perjudicial a los intereses del Ministerio Público, no resulta admisible en el escenario detallado porque se estaría pretendiendo que se obrara como si se tratara de un recurso de apelación, al haberse extinguido el derecho del persecutor para ejercer el recurso de nulidad. 

La segunda, si en términos generales el sistema procesal penal sólo admite la impugnación de la sentencia definitiva por la vía de la nulidad, en el evento de ser acogida o, dicho de otro modo, impuesta la sanción de invalidación, el primitivo juicio simplemente desaparece, de manera que  no puede la sentencia de una Corte de Apelaciones ser un referente para el siguiente juicio porque ese es el efecto natural, obvio y propio del recurso de apelación, cual es la enmienda conforme a derecho. 

DUODECIMO: Tratándose del principio de la no contradicción, mediante el cual se persigue que partes y juez se encuentren presentes durante el juicio, expongan lo que estimen pertinente respecto de los planteamientos de su contraparte, gozando de idénticas oportunidades para aportar las probanzas que avalen sus teorías del caso, así como también para impugnarlas, en suma, la igualdad de partes, se halla perfectamente cumplido en el nuevo juicio, en la sentencia se advierte que las partes no se vieron privadas de ninguno de los trámites o etapas que el juicio oral penal contempla, y, en cuanto al resultado no esperado por el persecutor, por las razones señaladas, no reviste entidad suficiente que amerite el ejercicio de la queja. 

DECIMOTERCERO: Profundizando sobre este último aspecto, la pretensión expresada de diversas maneras por el Fiscal que compareció a estrados, es una nueva revisión por esta Corte  de la sentencia recaída en el segundo juicio condenatorio porque, a pesar de ser limitado el régimen recursivo en esta sede, es factible obrar de ese modo ya que la sentencia, en cumplimiento a las normas constitucionales y legales invocadas, no protegió la seguridad y certeza jurídica en la aplicación del derecho, siendo irrelevante la independencia en las decisiones en pos de un fin último, cual es velar por una correcta aplicación del derecho.

En cuanto a este punto, sólo dos reflexiones más, una específica y otra genérica. Tal como lo señalara la Defensoría, el artículo 386 contempla la posibilidad de acoger el recurso, anulando sentencia y juicio, pero no obliga al tribunal inferior que debe realizar el segundo juicio a resolver de acuerdo al fallo de nulidad, y, conforme a lo dispuesto en el artículo 387, inciso segundo, resulta imposible para esta Corte anular la sentencia recaída en el segundo juicio, aunque pudiera coincidir con la tesis sustentada por el persecutor, porque de hacerlo evidentemente se expone al riesgo de incurrir en falta en el ejercicio de sus deberes al obviar la normativa legal. 

DECIMOCUARTO: Finalmente, no está demás referirse a las aseveraciones del quejoso sobre lo gravedad de la conducta de los recurridos, de haberse atribuido facultades que la ley procesal penal no les entrega, de ser contumaces en aplicar incorrectamente el derecho al insistir en una postura no avalada por doctrina ni jurisprudencia, y de contravenir la ley o los principios rectores del proceso penal, afectar los intereses del Estado representados por su parte. 

Sobre ellas sólo resta decir que son manifiestamente infundadas dado que,  agrade al recurrente o a esta Corte o no la decisión recaída en la minorante, es perfectamente factible pensar del modo en que los jueces lo han hecho porque, como se dijo, el legislador no definió qué debe entenderse por irreprochable conducta anterior, y desde esa perspectiva, es posible que unos u otros estimen o desestimen su procedencia en la situación del sentenciado Cortés Santana, decisión que recae en el ámbito de acción del juez que debe conocer del asunto y que ha de ser respetado en virtud del claro mandato del artículo 3 del Código Civil; y, más infundada aun la queja si el quejoso tan pronto pide se anule la sentencia, disponiéndose un nuevo juicio oral y luego, para luego plantear un ruego subsidiario, consistente en la modificación o enmienda que se estime pertinente conforme a las facultades disciplinarias, descendiendo claramente al contexto del recurso de apelación, lo que la torna injustificada.

Y visto además lo dispuesto en los artículos 548 y 549 del Código Orgánico de Tribunales, SE RECHAZA el recurso de queja deducido en lo principal de fs. 28.

Regístrese, notifíquese y en su oportunidad archívese.


ROL 110-2016 Reforma Procesal Penal (Queja).


Redacción de la ministro sra. Mónica Olivares Ojeda.

Pronunciada por las Ministros Titulares Sra. MÓNICA OLIVARES OJEDA y Srta. MIRTA CHAMORRO PINTO y Fiscal Judicial Sr. JORGE ARAYA LEYTON. Autoriza don DIEGO REYES LÓPEZ, Secretario Ad- Hoc.

En Iquique, a diecisiete de junio de dos mil dieciséis, notifiqué por el estado diario la sentencia que antecede.
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